SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N°43
                                                     RADICACIÓN:  660012204000 2016 00126 00
ACCIONANTE:VICTORIA EUGENIA ARISTIZÁBAL 
CONCEDE AMPARO 

TUTELA CONTRA DESACATO/ Cumplimiento de requisitos de procedencia general/ Vulneración de derechos fundamentales al confirmar sanción por desacato no obstante la acreditación del efectivo cumplimiento del fallo de tutela dentro del trámite incidental 

“(…) resulta procedente la acción de amparo, por cuanto se advierte que con la decisión cuestionada se vulneran las garantías fundamentales invocadas por la accionante, ya que la misma constituye una vía de hecho tanto por defecto fáctico como por desconocimiento del precedente jurisprudencial. Adicionalmente, la demanda fue interpuesta pocos días después de emitirse la determinación que se cuestiona, y no existe otro medio judicial idóneo para lograr que se dejen sin efecto las sanciones impuestas a la actora dentro del trámite incidental de desacato referido, que actualmente se encuentran ejecutoriadas, ya que el juez de instancia se negó a ello.”

“En el presente asunto se tiene conocimiento que en efecto se encuentra acreditado el cumplimiento del fallo proferido por el Juzgado Promiscuo Municipal de Apía (Rda.) en marzo 05 de 2014, cuya inobservancia dio lugar a la sanción proferida contra la aquí accionante en febrero 19 de 2016, lo que incluso fue corroborado por el mismo afectado; por tanto (…) no pueden mantenerse vigentes las sanciones que fueron impuestas a la administradora de agencia de CAFESALUD EPS-S.
Citas: Corte Constitucional, sentencia C-590 de 2005 y T-271 de 2015; auto 181 de 2015. 
                            REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                           PEREIRA-RISARALDA 
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                                                 RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diez (10) de agosto de dos mil dieciséis (2016)

                                                                    Acta de Aprobación No 707
                                                    Hora: 3:30 p.m.
1.- VISTOS

De conformidad con lo dispuesto por la H. Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal en decisión de julio 19 de 2016, por medio del cual decretó la nulidad de la presente actuación, a partir del auto en el que se asumió el conocimiento de la acción, procede esta Corporación a decidir de nuevo la acción de tutela instaurada por la ciudadana VICTORIA EUGENIA ARISTIZÁBAL MARULANDA contra los Juzgados Promiscuos Municipal y Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso, a la defensa, y a la libertad.

2.- SOLICITUD 

Lo sustancial de lo consignado en el escrito de tutela se puede concretar así: (i) mediante fallo proferido en marzo 05 de 2014 el Juzgado Promiscuo Municipal de Apía (Rda.) tuteló los derechos fundamentales de GUSTAVO ALBERTO ZAPATA RESTREPO, y en consecuencia ordenó a CAFESALUD EPS-S que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación, garantizara de manera efectiva el costo del traslado y manutención del accionante y de un acompañante -$56.000 por día-, desde el municipio de Apía hasta la ciudad de Pereira, durante el tiempo que dure el tratamiento; (ii) el señor ZAPATA RESTREPÓ interpuso incidente de desacato por el incumplimiento a lo dispuesto en la sentencia, al no haberse reconocido el valor correspondiente por parte de la citada entidad, trámite dentro del cual en providencia de febrero 19 de 2016 se sancionó a VICTORIA EUGENIA ARISTIZÁBAL MARULANDA, en su calidad de Administradora de Agencia y Representante Legal de CAFESALUD EPS-S, con 3 días de arresto y multa de 3 s.m.l.m.v., determinación que fue confirmada por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía en auto de marzo 02 de 2016; (iii) debido a que se acató lo dispuesto en la decisión emitida, ARISTIZÁBAL MARULANDA solicitó al despacho de primera que se revocara la sanción impuesta, pretensión a la que no se accedió bajo el argumento de que la misma fue avalada por el superior, se habían librado las comunicaciones respectivas, y configurado efectivamente el desacato; (vi) la postura asumida por dicho juzgado constituye una vía de hecho por desconocimiento injustificado del precedente jurisprudencial, ya que la finalidad del incidente no es la imposición de una sanción sino el cumplimiento efectivo de la respectiva providencia, y por ello, cuando se demuestra el acatamiento de lo resuelto, independientemente de su extemporaneidad, o de que se haya surtido la consulta, debe revocarse la misma o dejarse sin efecto, insistir en la privación de la libertad en esas condiciones resulta ilegal, e incluso, podría dar lugar a la interposición de un hábeas corpus; (v) también se configuraron defectos sustantivo y fáctico por cuanto no se esgrimió ningún fundamento para apartarse de la posición reiterada por la H. Corte Constitucional al respecto, -sentencias T-421/03, T-171/09, T-606/11-, y omitió valorar los elementos que acreditan la observancia de la sentencia en lo atinente al reembolso de lo pagado por el paciente por concepto de víaticos; y (vi) la acción propuesta es procedente de acuerdo con lo establecido en las sentencias T-684/04, T-421/03 y T-652/10, y por cuanto la decisión adoptada constituye una amenaza para los derechos fundamentales a la libertad individual, al debido proceso y a la igualdad, y no se cuenta con otro medio de protección idóneo y eficaz.
Con fundamento en lo anterior solicita que se ordene como medida provisional la suspensión del arresto ordenado, y en consecuencia se ordene al Juzgado Promiscuo Municipal de Apía cancelar los oficios de orden de captura librados contra ella. Así mismo,  se conceda el amparo de las garantías constitucionales invocadas, y se dejen sin efecto las sanciones impuestas en dicha actuación. Como petición especial, en caso de negarse la tutela, pide que se mantenga incólume la medida cautelar hasta que se decida la impugnación, en el evento de llegarse a formular.
3.- CONTESTACIÓN

Ni los despachos accionados, ni el señor GUSTAVO ALBERTO ZAPATA RESTREPO, vinculado al trámite conforme lo ordenado por la H. Corte Suprema de Justicia en auto de julio 19 de 2016, se pronunciaron dentro del término que les fue concedido.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tal los documentos aportados por la accionante y el expediente correspondiente al incidente de desacato promovido por el señor GUSTAVO ALBERTO ZAPATA RESTREPO con ocasión de la acción de tutela N° 66045408900120140002100, remitido vía correo electrónico por el Juzgado Promiscuo Municipal de Apía (Rda.).

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si la determinación adoptada por el Juzgado Promiscuo Municipal de Apía (Rda.) en mayo 04 de 2016, dentro del incidente de desacato promovido por el señor GUSTAVO ALBERTO ZAPATA RESTREPO con ocasión de la acción de tutela N° 66045408900120140002100, mediante la cual no accedió a revocar la sanción impuesta contra la ciudadana VICTORIA EUGENIA ARISTIZÁBAL MARULANDA, en su condición de representante de CAFESALUD, constituye una vía de hecho que atenta contra los derechos fundamentales invocados por la actora.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 Superior, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Se advierte entonces que la acción constitucional ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, la señora VÍCTORIA EUGENIA ARISTIZÁBAL MARULANDA concurre ante el juez constitucional con el fin de que se amparen los derechos fundamentales que avizora como vulnerados por parte de los Juzgados Promiscuo Municipal y Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), al no haberse accedido a revocar las sanciones que le fueron impuestas dentro del incidente de desacato tramitado por el señor GUSTAVO ALBERTO ZAPATA RESTREPO con ocasión de la acción de tutela radicada al N° 66045408900120140002100, pese a que informó oportunamente sobre el cumplimiento de lo dispuesto en el fallo de tutela y aportó pruebas en ese sentido.
De conformidad con las manifestaciones realizadas la solicitud está dirigida principalmente a obtener que se dejen sin efecto las sanciones impuestas a la actora en decisión proferida por el Juzgado Promiscuo Municipal de Apía en febrero 19 de 2016, por considerar que se incurrió en una vía de hecho que afecta sus garantías constitucionales a la igualdad, al debido proceso, a la defensa, y a la libertad.
Antes de efectuar el análisis de fondo, considera pertinente la Sala hacer mención a un pronunciamiento
 de la H. Corte Constitucional en la que esa Alta Corporación recopiló y reiteró los requisitos generales para la procedencia de la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales para tal efecto según lo establecido en sentencia C-590/05, y en el que además se puntualizó lo que se puede obtener por este mecanismo excepcional:

“[…] Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales son los siguientes:

a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones
. En consecuencia, el juez de tutela debe indicar con toda claridad y de forma expresa porqué la cuestión que entra a resolver es genuinamente una cuestión de relevancia constitucional que afecta los derechos fundamentales de las partes. 

b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable
.  De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos.  De no ser así, esto es, de asumirse la acción de tutela como un mecanismo de protección alternativo, se correría el riesgo de vaciar las competencias de las distintas autoridades judiciales, de concentrar en la jurisdicción constitucional todas las decisiones inherentes a ellas y de propiciar un desborde institucional en el cumplimiento de las funciones de esta última. 

c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración
.  De lo contrario, esto es, de permitir que la acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida la decisión, se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica ya que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre que las desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de resolución de conflictos.

d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora
.  No obstante, de acuerdo con la doctrina fijada en la Sentencia C-591-05, si la irregularidad comporta una grave lesión de derechos fundamentales, tal como ocurre con los casos de pruebas ilícitas susceptibles de imputarse como crímenes de lesa humanidad, la protección de tales derechos se genera independientemente de la incidencia que tengan en el litigio y por ello hay lugar a la anulación del juicio.

e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible
.  Esta exigencia es comprensible pues, sin que la acción de tutela llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a su naturaleza y no previstas por el constituyente, sí es menester que el actor tenga claridad en cuanto al fundamento de la afectación de derechos que imputa a la decisión judicial, que la haya planteado al interior del proceso y que dé cuenta de todo ello al momento de pretender la protección constitucional de sus derechos.

f. Que no se trate de sentencias de tutela
. Esto por cuanto los debates sobre la protección de los derechos fundamentales no pueden prolongarse de manera indefinida, mucho más si todas las sentencias proferidas son sometidas a un riguroso proceso de selección ante esta Corporación, proceso en virtud del cual las sentencias no seleccionadas para revisión, por decisión de la sala respectiva, se tornan definitivas.”
  

[…] Ahora, además de los requisitos generales mencionados, para que proceda una acción de tutela contra una sentencia judicial es necesario acreditar la existencia de requisitos o causales especiales de procedibilidad, las que deben quedar plenamente demostradas. En este sentido, como lo ha señalado la Corte, para que proceda una tutela contra una sentencia se requiere que se presente, al menos, uno de los vicios o defectos que adelante se explican. 

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello. 

b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. 

c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales
 o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 

e. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

f.  Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

g.  Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado
. 

h  Violación directa de la Constitución.

Estos eventos en que procede la acción de tutela contra decisiones judiciales involucran la superación del concepto de vía de hecho y la admisión de específicos supuestos de procedibilidad en eventos en los que si bien no se está ante una burda trasgresión de la Carta, si se trata de decisiones ilegítimas que afectan derechos fundamentales.”

En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia. […]” -negrillas fuera de texto-

También es pertinente traer a colación lo que la jurisprudencia ha referido concretamente en torno a la procedencia de la acción de tutela sobre decisiones adoptadas dentro del trámite de un incidente de desacato: 

“[…] Esta Corporación ha sostenido que excepcionalmente es posible cuestionar mediante la acción de tutela la decisión que pone fin al trámite incidental del desacato cuando se generen situaciones que, a su turno, comprometan derechos fundamentales, especialmente el derecho al debido proceso, de cualquiera de las personas que fueron parte en la tutela previamente resuelta. La acción de amparo procede en este caso cuando, (i) además de estar ejecutoriada la providencia que resuelve el desacato, se (ii) reúnan los requisitos generales y se (iii) configure por lo menos una de las causales especiales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales.
[…]”
Al enfrentar esos presupuestos generales y específicos de procedencia del mecanismo tutelar al caso que nos ocupa, se hace necesario indicar que el mismo si resulta procedente la acción de amparo, por cuanto se advierte que con la decisión cuestionada se vulneran las garantías fundamentales invocadas por la accionante, ya que la misma constituye una vía de hecho tanto por defecto fáctico como por desconocimiento del precedente jurisprudencial. Adicionalmente, la demanda fue interpuesta pocos días después de emitirse la determinación que se cuestiona, y no existe otro medio judicial idóneo para lograr que se dejen sin efecto las sanciones impuestas a la actora dentro del trámite incidental de desacato referido, que actualmente se encuentran ejecutoriadas, ya que el juez de instancia se negó a ello.
Previamente debe decirse que el trámite adelantado por parte del Juzgado Promiscuo Municipal de Apía (Rda.) dentro del cual resultó sancionada la aquí tutelante, en su condición de representante de CAFESALUD EPS-S, decisión que fue confirmada en sede de consulta por el Juzgado Promiscuo del Circuito de ese mismo municipio, no será objeto de análisis, por cuanto la inconformidad de actora se centra en la negativa de revocar las sanciones proferidas en esa actuación, pese a haberse dado cumplimiento a la orden judicial que dio origen a la misma.
Al respecto, se tiene conocimiento que por parte de VÍCTORIA EUGENIA ARISTIZÁBAL MARULANDA desde mayo 04 de 2015 se informó al Juzgado Promiscuo Municipal de Apía (Rda.) que se había acatado la sentencia de tutela proferida a favor del señor GUSTAVO ALBERTO ZAPATA RESTREPO, y en virtud de ello solicitó la inaplicación de las sanciones y el archivo de las diligencias.

A dicha pretensión no se accedió por parte del despacho en mención, en consideración a que: (i) la decisión adoptada se encuentra en firme al haber sido confirmada en la consulta, y por ello se procedió a librar las comunicaciones respectivas; (ii) si bien la finalidad del incidente no es la imposición de la sanción, sino buscar el cumplimiento de lo dispuesto, el responsable de acatar la decisión tuvo la oportunidad de evitar la imposición de las mismas, pero no lo hizo; y (iii) efectivamente se configuró el desacato a la orden impartida.
De acuerdo con lo anterior, el Juzgado Promiscuo Municipal de Apía (Rda.) no solo omitió valorar las pruebas allegadas para acreditar el cumplimiento de la sentencia de tutela, sino que además se abstuvo de dar aplicación al precedente que existe sobre la materia, en cuanto a que una vez observado el fallo deben revocarse las sanciones impuestas, incluso, cuando las mismas han sido confirmadas por el superior en sede de consulta. 

Sobre el particular han sido múltiples los pronunciamientos en los cuales se ha dejado claro que en esas circunstancias lo que se impone es la revocatoria de la decisión proferida, entre ellos, el auto 181/15 de la H. Corte Constitucional, en el cual se reiteró:
“[…] (v) en el supuesto en que el juez haya adelantado todo el procedimiento incidental y decidido sancionar por desacato al responsable, éste podrá evitar que se materialice la multa o el arresto cumpliendo el fallo que lo obliga a proteger los derechos fundamentales del actor. De este modo, si se verifica el cumplimiento del fallo luego de consultada y confirmada la sanción, el juez de primera o única instancia deberá declarar inmediatamente el cumplimiento de la sentencia y revocar o dejar sin efecto la sanción impuesta y las actuaciones que dependan de ella, de conformidad con la jurisprudencia de esta Corte y la competencia asignada por el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991 que dispone que este “mantendrá la competencia hasta que esté completamente restablecido el derecho o eliminadas las causas de la amenaza”. Lo anterior, sin perjuicio de las sanciones que ya se hubieren ejecutado […]” 
En el presente asunto se tiene conocimiento que en efecto se encuentra acreditado el cumplimiento del fallo proferido por el Juzgado Promiscuo Municipal de Apía (Rda.) en marzo 05 de 2014, cuya inobservancia dio lugar a la sanción proferida contra la aquí accionante en febrero 19 de 2016, lo que incluso fue corroborado por el mismo afectado
; por tanto, tal como se dijo en el auto admisorio de esta acción por medio del cual se decretó medida provisional, no pueden mantenerse vigentes las sanciones que fueron impuestas a la administradora de agencia de CAFESALUD EPS-S.

Lo anterior en atención a que desde un punto de vista estrictamente formal,  así hubiera sido tardíamente, la orden impartida por el juez constitucional de primer grado fue cumplida a cabalidad por la accionada, y sin pasar por alto el notorio desinterés de esa entidad para suministrar la totalidad de los viáticos reclamados por el señor ZAPATA RESTREPO conforme lo dispuesto en el fallo, a la fecha se acató lo dispuesto en sede de tutela.

Bajo ese entendido, deben protegerse las garantías fundamentales a la igualdad, al debido proceso, a la defensa, y a la libertad, de los cuales es titular la ciudadana VICTORIA EUGENIA ARISTIZÁBAL MARULANDA, las cuales fueron transgredidas por el Juzgado Promiscuo Municipal de Apía (Rda.), al abstenerse de revocar la sanción por cumplimiento, conforme lo indica la jurisprudencia constitucional citada en precedencia; en consecuencia, se adoptará como definitiva la medida provisional ordenada en mayo 25 de 2016 por esta Corporación dentro del presente asunto, y se dejará sin efecto el auto de febrero 19 de 2016 mediante el cual se sancionó a ARISTIZÁBAL MARULANDA en calidad de representante de CAFESALUD EPS-S, dentro del incidente de desacato promovido por el señor GUSTAVO ALBERTO ZAPATA RESTREPO, con ocasión de la acción de tutela radicada al N° 66045408900120140002100, al igual que la correspondiente orden de captura que con fundamento en esa decisión se haya expedido.
Acorde con lo anterior, se desvinculará de la actuación al Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), por cuanto dicho despacho no está involucrado en la vulneración de los derechos constitucionales que serán objeto de protección mediante este mecanismo constitucional.

ANOTACIÓN FINAL

La Sala hace un llamado de atención al Juez Promiscuo Municipal de Apía (Rda.) para que evite incurrir nuevamente en una situación como la advertida en este caso, por cuanto con ella no solo se afectan las garantías fundamentales de los funcionarios cuya sanción se mantiene a pesar del cumplimiento, sino que incluso, puede dar lugar a la interposición de una acción constitucional de habeas corpus, al prolongarse indebidamente la privación de la libertad. 
6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONCEDE el amparo de los derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso, a la defensa, y a la libertad, de los cuales es titular la ciudadana VICTORIA EUGENIA ARISTIZÁBAL MARULANDA.

SEGUNDO: SE ADOPTA como definitiva la MEDIDA PROVISIONAL ordenada en mayo 25 de 2016 por esta Corporación dentro del presente asunto; en consecuencia, se deja sin efecto el auto de febrero 19 de 2016 mediante el cual se sancionó a la ciudadana VICTORIA EUGENIA ARISTIZÁBAL MARULANDA en calidad de representante de CAFESALUD EPS-S, dentro del incidente de desacato promovido por el señor GUSTAVO ALBERTO ZAPATA RESTREPO, con ocasión de la acción de tutela radicada al N° 66045408900120140002100, y la correspondiente orden de captura que con fundamento en esa decisión se haya expedido.
TERCERO: SE DESVINCULA de esta actuación al Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta decisión.
CUARTO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 
� T-094/13


“�  Sentencia 173/93.”


“� Sentencia T-504/00.”


“� Ver entre otras la reciente Sentencia T-315/05”


“� Sentencias T-008/98 y SU-159/2000”


“� Sentencia T-658-98”


“� Sentencias T-088/99 y SU-1219/01”


� Sentencia C-590/05.


´´� Sentencia T-522/01´´


“� Cfr. Sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y  T-1031/01.”


� Corte Constitucional, sentencia C-590 del 8 de junio de 2005. M.P. Jaime Córdoba Triviño.


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� Sentencia T-271/15





� Ver constancia obrante a folio 21 C.O.
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